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Títeres de los partidos 

Manuel Pimentel, ex ministro de Trabajo y escritor (EL PERIODICO, 26/09/04) 

 

El martes pasado, el Congreso aprobó por amplia mayoría instar al Gobierno la reforma de la 

ley que regula el sistema de elección de altos cargos judiciales en el seno del Consejo General del 

Poder Judicial (CGPJ). Aunque a simple vista parezca un asunto complejo, no lo es tanto en realidad. 

El CGPJ designa a los magistrados del Tribunal Supremo y a los presidentes de los tribunales 

superiores de justicia por mayoría simple de sus 21 vocales. Como el PP controla a 11, sigue haciendo 

lo que quiere. La reforma sustituirá la mayoría simple por una cualificada de tres quintos, por lo que 

los vocales --en verdad los partidos que los nombran y controlan-- se verán forzados a negociar. 

Ninguno podrá decidir en solitario. 

Los que defienden la reforma aseguran que así se despolitizará y se revestirá de pluralidad, 

mientras el único partido que se opone, el PP, afirma que es un paso más en la politización de la 

justicia. 

¿QUIÉN TIENE razón? En verdad ninguno. Todos los partidos son cómplices de un sistema que 

elimina cualquier atisbo de independencia del poder judicial, y ninguno de ellos parece interesado en 

cambiar las reglas de juego. 

Es verdad que la mayoría de tres quintos mejora la situación sobre la mayoría simple, pero 

también es cierto que la reforma se lleva a cabo exclusivamente porque el actual partido de Gobierno 

no tiene mayoría absoluta. De hecho, la ley que ahora se denigra --y que es mala de necesidad-- fue 

promulgada por el Gobierno de Felipe González. 

¿Qué es esto de la politización de la justicia? Desde luego no debe confundirse con la 

interpretación personal que realizan los jueces en su función de juzgar. Como dice Ramón Soriano, 

"el juez, a la hora de resolver los conflictos de derecho, no puede evitar la aplicación de criterios 

políticos personales, la filosofía política de cada persona, de la que, mal que le pese, no puede 

desprenderse en el acto de valorar hechos y circunstancias y de aplicar las normas de derecho. Para 

evitarlo, el juez tendría que ser de otra naturaleza distinta a la humana". 

En general, nuestros jueces son independientes; juzgan según su mejor interpretación de los 

hechos y de la ley. Esa visión personal a través del cristal del pensamiento de cada uno no puede 

interpretarse como "politización de la justicia". Se politiza en función de las influencias de las esferas 

del poder sobre el sistema judicial. ¿Y cuál sería la máxima influencia posible? Pues que fuesen los 

mismos partidos políticos los que escogieran directamente a los jueces para ocupar los cargos de 

máxima responsabilidad en el sistema judicial. Jueces nombrados por partidos políticos, a los que 

deberían agradecimiento por el puesto. ¿Existiría independencia posible en esas circunstancias? ¿A 

qué no? Pues bien, exactamente eso es lo que ocurre en España. Los partidos nombran a los jefes de 

los jueces. ¿De qué separación de poderes nos hablan entonces? 

Quienes denunciamos la politización de la justicia somos contestados mediante dos 

argumentos básicos. Que el Consejo del Poder Judicial, máximo órgano de los jueces, es básicamente 

elegido desde el Parlamento, órgano democrático que representa al pueblo. Por tanto es una 

institución de base democrática. Y dos, que es un órgano no jurisdiccional y de simple gestión 

administrativa. Falsas premisas las dos. 

VEAMOS el esqueleto que soporta la extrema politización de la justicia en nuestro país, y que 

tiene como centro litúrgico al Parlamento, aunque el escenario real de poder se radique en las sedes 

de los partidos políticos. Sus señorías han sido elegidas mediante el sistema de listas bloqueadas y 
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cerradas. No representan en verdad al pueblo, sino al partido que los impuso, y que los controla a 

través del comisariado que ejercen los grupos parlamentarios. A través de los diputados, los partidos 

designan, mediante el vergonzante sistema de cupos partidarios, a los miembros del CGPJ. El CGPJ, 

por tres quintas partes, propone para el cargo de presidente del Tribunal Supremo, a dos magistrados 

del Tribunal Constitucional y, por mayoría simple, a los magistrados del Tribunal Supremo (artículo 

107 de la ley 6/1985). 

Resulta paradójico observar, en un país donde teóricamente existe independencia de los 

poderes, cómo se describe la composición del CGPJ. Se afirma directamente: jueces del PP, del PSOE, 

y así sucesivamente. Siempre resulta previsible el resultado de sus votaciones en función del 

porcentaje de jueces de uno u otro signo. Basta conocer con anterioridad la postura sobre el asunto a 

tratar del partido que los propuso. Un escándalo que debería avergonzar a los teóricos defensores de 

la separación de poderes. Perfecto Andrés Ibáñez, como testigo de excepción, lo resume así: "El 

CGPJ es una institución fuertemente deslegitimada ante sus gobernados, los jueces, dada la 

designación político-partidista de todos sus componentes... Toda posibilidad de acceso desde la 

condición de juez al órgano de gobierno pasa por despertar el interés o por la obtención de la 

confianza de un partido político". 

Cuando la ley del 85 consagró esta situación, se levantó una fuerte polémica entre la doctrina. 

Aunque el Tribunal Constitucional no la declaró inconstitucional, sí advirtió explícitamente del gran 

riesgo que la ley encerraba, el que los puestos a cubrir "se distribuyan entre los partidos en 

proporción a su fuerza parlamentaria". Desgraciadamente, así ocurrió. 

Pero los parlamentarios también designan a ocho de los 12 magistrados del Constitucional, 

cuatro por el Congreso y cuatro por el Senado, por tres quintas partes de los miembros de la Cámara, 

según el artículo 159.1 de la Constitución. El Gobierno nombra a otros dos magistrados del 

Constitucional (¿independencia del Ejecutivo?) y, como ya vimos, los restantes dos magistrados son 

designados por el CGPJ. Es decir, que son los partidos quienes también eligen, por activa o pasiva, a 

todos los miembros del Constitucional. ¿Cómo no llamar a esto politización de la justicia? 

La consideración de los sillones del CGPJ como botín político se puede comprobar en la ósmosis 

permanente de diputados que van y vienen del Consejo al escaño. La justicia no es independiente. Si 

de verdad vamos a reformar la Constitución, que se garantice eficazmente la separación de poderes. 

Todo lo demás será maquillaje para el interés partidario. 
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